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El financiamiento de la educación en México
Problemas y alternativas

Alejandro Márquez Jiménez*

El objetivo del artículo se centra en analizar algunos de los principales 
problemas relacionados con el financiamiento de la educación en México. 
Posteriormente, desde el marco de las políticas educativas, se brinda una 
serie de propuestas que el Estado debería impulsar en el corto plazo para 
contribuir a su solución. Al examinar estos problemas se discuten algu-
nas opiniones acerca de que en el país “¿se gasta mucho en educación?”. Se 
argumenta y concluye que las necesidades educativas del país son múl-
tiples y apremiantes, por lo que requieren una mayor inversión en edu-
cación, pues no sólo es prioritario ampliar la cobertura educativa en los 
niveles post-básicos, sino mejorar la calidad de los servicios educativos 
que se brindan en todos los niveles del sistema. Asimismo, se señalan di-
versos problemas relacionados con la ineficiencia y la falta de claridad en 
el manejo de los recursos que es necesario corregir, bajo la expectativa de 
asegurar el derecho que tienen todos los ciudadanos a recibir una educa-
ción de calidad. 
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Introducción

En México, durante las últimas décadas el 
gasto público en educación ha crecido de for-
ma consistente. Entre 1990 y 2010, el monto de 
este rubro de gasto casi se triplicó al pasar, en 
términos reales, de 232 mil 439 millones de pe-
sos a 696 mil 119 millones (PEF, 2011). Aunque 
este esfuerzo financiero permitió que se die-
ran importantes avances en materia educati-
va, todavía existen múltiples necesidades en 
el sistema. Por ejemplo, aunque se logró am-
pliar la cobertura en los niveles de educación 
básica, contrarrestando el incremento de la 
demanda provocado por la dinámica demo-
gráfica, los recursos no han sido suficientes 
para hacer algo similar en los niveles post-
básicos, donde la cobertura todavía es muy 
baja y los costos por estudiante mucho más 
elevados. Asimismo, tampoco han sido sufi-
cientes para cubrir las múltiples carencias que 
aún subsisten en todos los niveles y modalida-
des del sistema educativo, lo cual provoca que 
existan grandes desigualdades con respecto a 
los recursos humanos, físicos y pedagógicos 
con los que cuentan las distintas instituciones 
y centros escolares que conforman el sistema 
educativo mexicano. 

Esta situación provoca amplias desigual-
dades educativas que se manifiestan entre 
regiones, entidades federativas y localidades, 
afectando consistentemente a los sectores 
de población de menores recursos. Este he-
cho vulnera abiertamente la responsabili-
dad constitucional que tiene el Estado de 
asegurar el derecho de todos los mexicanos 
a recibir una educación de calidad, así como 
las posibilidades que tiene el país de avanzar 
hacia mayores niveles de desarrollo social y 
económico. 

En el contexto mundial, el conocimiento 
se ha instituido en la base del desarrollo social 
y económico, constituyendo a la inversión 
educativa en un factor fundamental para lo-
grarlo. Esto es así en tanto que sólo con ma-
yor educación, los países podrán contar con 

ciudadanos capaces de afrontar los retos de 
participar en una economía cada vez más glo-
balizada, de consolidar su democracia, y de 
avanzar hacia una mayor equidad y participa-
ción social. Por ello, los recursos destinados a 
la educación ahora constituyen una inversión 
estratégica para el desarrollo, pues aun cuan-
do se reconoce que la educación no es el úni-
co factor del cual depende el desarrollo, es un 
elemento imprescindible para lograrlo. 

En México, sin embargo, todavía existen 
diversos problemas relacionados con los pro-
cedimientos de asignación, distribución y uso 
de los recursos públicos que se destinan a la 
educación, los cuales impiden que el Estado 
pueda asegurar el derecho que tienen sus ciu-
dadanos de recibir una educación de calidad. 
A continuación se describen algunos de los 
problemas principales que se presentan al res-
pecto, así como una serie de propuestas que 
podrían contribuir a su solución. 

Problemas del financiamiento  
de la educación 

La ambigüedad que guarda el Estado 
frente al rezago e inequidad educativos 
y los requerimientos financieros que se 
necesitan para enfrentarlos
Retomando señalamientos realizados por 
algunas agencias internacionales (CEPAL/
UNESCO, 2005), cada vez es más frecuente que 
en México se señale, con respecto a la educa-
ción, que ya no se requiere “gastar más, sino 
invertir mejor”, resaltando diversos proble-
mas de ineficiencia en el manejo del gasto 
educativo (Granados, 2005). Probablemente 
muchos de estos señalamientos sean perti-
nentes y se requiera corregir ciertas cosas para 
mejorar la eficiencia con que se utilizan los re-
cursos destinados a la educación; sin embar-
go, ello no resultaría suficiente para revertir 
los amplios rezagos e inequidades que persis-
ten en el sistema educativo mexicano, lo que 
hace necesario que se destinen mayores re-
cursos que permitan afrontar esta situación. 
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Al respecto, las leyes y normas mexicanas 
establecen con claridad la responsabilidad del 
Estado para asegurar el derecho que tienen 
todos los mexicanos de acceder a la educa-
ción, a lo que habría que añadir que ésta debe 
ser de calidad. No obstante, esta prerrogativa 
está aún muy lejos de cumplirse, y afecta prin-
cipalmente a los sectores de la población de 
menores recursos. 

Por ejemplo, las entidades federativas con 
menor desarrollo socioeconómico, como es 
el caso de Chiapas, Guerrero y Oaxaca, tienen 
los niveles más altos de analfabetismo y los 
más bajos en cobertura educativa; asimismo, 
estas entidades se caracterizan por tener las 
tasas más bajas de eficiencia terminal y las más 
altas de abandono escolar (SEP, 2011). En cuan-
to al logro escolar, los alumnos de estas mis-
mas entidades consistentemente obtienen los 
resultados más bajos, característica que com-
parten los alumnos que habitan en zonas ru-
rales y los que asisten a las modalidades educa-
tivas orientadas a atender a las localidades de 
bajos recursos (cursos comunitarios y educa-
ción indígena en primaria, y telesecundarias). 
En algunos casos, poco más de la mitad de los 
alumnos afectados por estas circunstancias no 
obtiene ni siquiera los conocimientos conside-
rados básicos para avanzar al siguiente grado 
escolar (INEE, 2006; 2008; 2009). 

En cuanto a cobertura, en educación 
preescolar la atención a la población de 3 a 5 
años es de 80.9 por ciento, habiendo más de 
1.1 millones de niños sin acceso a alguno de 
los tres grados que integran este tipo de edu-
cación. En primaria, aunque los datos no son 
muy precisos, muestran que Quintana Roo y 
Aguascalientes todavía tienen coberturas cer-
canas a 90 por ciento, lo cual indica que aún no 
se cubre la meta que fue establecida en la pri-
mera mitad del siglo pasado en cuanto a uni-
versalizar el acceso a este tipo de educación. En 
secundaría, la cobertura es de 95.9 por ciento, y 
existen poco más de 262 mil niños sin acceso. 
En educación media superior la cobertura es 
de 66.7 por ciento, de manera que cerca de 528 

mil jóvenes quedan fuera de este nivel educati-
vo (SEP, 2011); en educación superior la cober-
tura es apenas cercana a 30 por ciento. 

A este panorama hay que añadir que entre 
la población de 12 a 29 años, 7.8 millones (21.6 
por ciento del total) no estudian ni trabajan. 
Este aspecto resulta preocupante por diversas 
razones: porque deberían de estar formándose 
y desarrollando sus capacidades, porque com-
promete las oportunidades que tendrán en su 
vida adulta y porque el país compromete su ac-
tivo más valioso para lograr su desarrollo: los 
jóvenes (Tuirán, s/f). Hasta hace poco tiempo 
se advertía a los países de América Latina so-
bre la necesidad de aprovechar su denominado 
“bono demográfico”, que se refería a la gran 
oportunidad de beneficiarse del mayor porcen-
taje de población que se encontraba en edad de 
trabajar en contraste con la población inactiva. 
Ello implicaba invertir en la formación de los 
jóvenes para que éstos fueran más productivos 
y capaces de soportar el peso de la economía 
antes de que creciera la proporción de adultos 
mayores que se retiran del sector productivo. A 
la fecha, es claro que esta advertencia no se ha 
tomado en cuenta y que seguimos desaprove-
chando esta oportunidad histórica. 

En cuanto a la infraestructura de los cen-
tros escolares en primaria y secundaria, un 
estudio realizado por el Instituto Nacional 
para la Evaluación de la Educación evidencia 
la precariedad en que se encuentran la mayo-
ría de los centros escolares. Tomando como 
referencia un índice de los “servicios básicos” 
con los que cuentan las escuelas, en una escala 
que va de 0 a 100, estiman que el promedio na-
cional es de sólo 66.2 en primaria y de 69.4 en 
secundaria. En primaria sólo 22.4 por ciento 
de los centros escolares cuenta con salón de 
cómputo y 34.7 por ciento con biblioteca; y en 
secundaría los porcentajes correspondientes 
son de 59.6 y 57 por ciento. Adicionalmente, en 
secundaría sólo 59.4 por ciento de los centros 
escolares cuenta con laboratorios de física, 
química y biología. Con respecto a estos in-
sumos, cabe destacar que los porcentajes más 
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bajos corresponden a las modalidades educa-
tivas que atienden a población de bajos recur-
sos, que en primaria corresponde a los cursos 
comunitarios y la primaria indígena, donde 
las salas de cómputo son casi inexistentes y el 
porcentaje de los centros escolares no supera 
el 22 por ciento. En secundaría, esta situación 
corresponde a la telesecundaria, donde el por-
centaje de escuelas que cuentan con los tres 
tipos de insumos no supera el 40 por ciento. 
En el marco de la sociedad del conocimiento 
se tiene que reconocer que esta situación no 
tiene justificación en el proceder del Estado, 
puesto que favorece la persistencia de la desi-
gualdad educativa y social (INEE, 2007). 

 Lo anterior redunda en que la población 
adulta de nuestro país mantenga un bajo perfil 
educativo (8.6 años promedio de escolaridad) 
que contrasta ampliamente con el nivel alcan-
zado en los países desarrollados (el promedio de 
años de escolaridad entre los países de la OCDE 
es de 11.3 años), e incluso, con el alcanzado por 
países como Chile (9.7 años) y Argentina (9.3 
años) (PNUD, 2011). Es claro que de mantenerse 
esta condición no tendremos muchas opor-
tunidades de ser competitivos en la economía 
globalizada y la sociedad del conocimiento. 

La carencia de fuentes de  
información confiable, transparente  
y oportuna sobre los recursos que  
se destinan en el país a la educación
Para realizar una buena planeación y admi-
nistración de los recursos que se destinan al 
sector educativo se requiere tener una visión 
integral y precisa sobre la forma en que par-
ticipan los gobiernos federal, estatal y mu-
nicipal en el gasto educativo, así como sobre 
la manera en que se distribuyen los recursos 
entre los diferentes niveles, modalidades y 
programas educativos, hasta llegar al plano de 
dependencias e instituciones concretas. Sin 
embargo, este tipo de información no existe 
en nuestro país.

A pesar de que diversas fuentes brin-
dan información sobe el gasto educativo 

en México, éstas presentan información 
parcial, bajo distintos tipos de clasificación 
y agregación, lo cual impide conocer con 
precisión cuánto se gasta en educación en 
nuestro país, cuál es la estructura de partici-
pación de las entidades de gobierno y cómo 
se distribuyen entre los distintos niveles y 
modalidades educativas (Mendoza, 2011). Al 
nivel de instituciones educativas específicas, 
se trate de escuelas de educación básica o 
universidades, la información financiera es 
difícil de obtener, pues a pesar de los avances 
que se han logrado con respecto a las leyes 
de transparencia y acceso a la información, 
persiste un gran obscurantismo y renuen-
cia a brindar la información financiera de 
las instituciones; e incluso, cuando se logra 
obtener, las distintas formas de clasificación 
y agregación que utilizan las instituciones 
educativas hacen casi imposible tener un pa-
norama integral de los recursos públicos que 
se les destinan, y del uso que se les da.

La información más confiable y desglo-
sada con respecto al gasto educativo es la 
que proporciona la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, pero sólo corresponde 
al gasto federal. Aunque la Secretaría de 
Educación Pública ha realizado esfuerzos 
para ofrecer información del gasto educati-
vo en los estados igualmente confiable, a tra-
vés del Cuestionario sobre Financiamiento 
Educativo Estatal (CFEE), la información 
presenta múltiples carencias: es un autorre-
porte que realizan las entidades federati-
vas sin un respaldo objetivo que asegure la 
fidelidad de la información, los niveles de 
agregación de la información son muy ge-
nerales y no todas las entidades entregan la 
información.

Esta situación debe cambiar, tanto por la 
utilidad que esta información brinda a los 
procesos de planeación y administración del 
sistema educativo, como para proveer infor-
mación transparente a la ciudadanía sobre 
la forma en que se gestionan los recursos 
públicos. 
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La ambivalencia del Estado mexicano 
ante su responsabilidad financiera  
con la educación
Para afrontar el rezago y la inequidad del siste-
ma educativo, es menester que el Estado deje a 
un lado el rol ambivalente que ha jugado en los 
últimos años y asuma un renovado compro-
miso con el financiamiento de la educación. 
Tal ambivalencia se refleja en el hecho de que, 
mientras por un lado los gobernantes recono-
cen el derecho que todos tienen a la educación 
y su importancia para el desarrollo social y eco-
nómico del país, por el otro tienden a limitar la 
magnitud de los recursos que destinan al sec-
tor, en los proyectos de egresos de la federación. 
En los últimos años, durante la aprobación del 
presupuesto en la Cámara de Diputados, éstos 
han sido los responsables de aumentar el pre-
supuesto educativo; no obstante, cabe resaltar 
que aunque los diputados han sido más recep-
tivos a las necesidades del sector educativo, 
no hay criterios claros sobre la forma en que 
proceden para distribuir los recursos al sector, 
por lo que cada año sigue habiendo ganadores 
y perdedores entre todas las instancias que de-
penden de los recursos públicos. 

Este problema también se presenta en los 
gobiernos de las entidades federativas, ya que 
la asignación que realizan los gobiernos es-
tatales a sus correspondientes sistemas edu-
cativos presenta variaciones importantes de 
un ejercicio presupuestal a otro. Por ejemplo, 
entre 2010 y 2011, mientras algunas entidades 
aumentaron los recursos educativos en más 
de 40 por ciento (Hidalgo), en otras lo reduje-
ron por arriba de un 20 por ciento (Colima y 
Tabasco) (SEP, 2012).

La disposición y consistencia de los gobier-
nos federal y estatales son factores importantes 
para asignar mayores recursos a la educación, 
pero éste no es el único problema que existe al 
respecto: una cuestión de fondo tiene que ver 
con la magnitud de los recursos presupuestales 
que se tienen para cubrir múltiples funciones, 
incluidas las correspondientes a la educación. 
Para dimensionar la situación baste señalar 

que actualmente los ingresos presupuestarios 
en el país ascienden aproximadamente a 21 por 
ciento del PIB, pero que sólo 18 por ciento del 
PIB corresponde al gasto programable, es decir, 
los recursos no comprometidos (por deudas o 
compromisos contraídos con anterioridad por 
el gobierno mexicano) que sirven para cubrir 
sus diversas funciones. De dicha cantidad, 
poco menos de una tercera parte se destina 
al gasto público en educación (5.3 por ciento 
del PIB). Lo anterior significa que responder al 
mandato de la Ley General de Educación de 
otorgar el 8 por ciento del PIB a la educación, 
necesariamente repercutiría en la reducción 
del gasto de otros rubros que resultan funda-
mentales para el desarrollo del país, situación 
que provoca una dura competencia por los re-
cursos presupuestales. 

En el contexto internacional, algunos or-
ganismos han señalado que la baja recauda-
ción fiscal que presentan los países de América 
Latina (México incluido) representa un serio 
problema, dado que limita la capacidad de in-
vertir en áreas como educación, infraestructu-
ra y desarrollo productivo que, como la salud y 
la protección social, son claves para aumentar 
la productividad, la competitividad y la inclu-
sión social (OCDE/CEPAL, 2011: 16).

Al respecto nuestro país se ha distinguido 
por tener una baja capacidad de recaudación 
fiscal (17.4 por ciento del PIB), quedando por 
debajo del promedio de los países de América 
Latina (19.2 por ciento) y mucho más distan-
te del promedio (33.8 por ciento) de los países 
de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE/CEPAL/CIAT, 
2011). Estas cifras resultan aún más alarmantes 
cuando se reconoce que sólo poco más de la 
mitad de estos recursos no están vinculados a 
la producción de hidrocarburos (CEPAL, 2012). 

En distintos momentos se ha planteado 
la necesidad de llevar adelante una profunda 
reforma fiscal; sin embargo, la resistencia que 
presentan determinados sectores, y la incapa-
cidad de los políticos para afrontar los costos 
políticos de llevarla adelante, han bloqueado 
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los intentos de realizarla; incluso, cuando se 
han obtenido algunos logros, las reformas son 
tan limitadas que no resuelven la carencia de 
recursos del Estado para invertir en aspectos 
fundamentales para el desarrollo de la nación. 

En perspectiva, superar el rol ambivalen-
te del Estado con respecto al financiamiento 
de la educación conlleva tanto la disposición y 
voluntad para aumentar los recursos al sector 
educativo, como la necesidad de asumir los 
costos políticos y el compromiso social para lle-
var adelante una profunda reforma fiscal. Una 
reforma de este tipo proveería los recursos sufi-
cientes para invertir y crear las condiciones que 
permitan asegurar el derecho que tienen todos 
los mexicanos de acceder a una educación de 
calidad; así como para enfrentar los retos que 
depara la sociedad del conocimiento, la equidad 
social y la consolidación de nuestra democracia. 

La carencia de reglas claras y 
transparentes para la asignación, 
distribución y uso de los recursos públicos 
destinados al sistema educativo
En los últimos años, los resultados de la asig-
nación presupuestal han sido fruto del cabil-
deo y de las coyunturas políticas; este proceso 
ha dejado ganadores y perdedores según la 
correlación de las fuerzas políticas que parti-
cipan en este proceso (Mendoza, 2007). Lo an-
terior redunda en que no exista claridad y cer-
tidumbre sobre los recursos con que contarán 
las instancias, dependencias e instituciones 
para cubrir sus funciones educativas. Esta 
incertidumbre ha multiplicado las voces de 
quienes solicitan la asignación de presupues-
tos multianuales al sector educativo, a fin de 
que las instituciones educativas puedan pla-
near sus actividades a mediano y largo plazo 
bajo un panorama de certeza financiera.

En cuanto a la participación que deben te-
ner los gobiernos federal, estatal y municipal 
en el gasto educativo, tampoco hay nada defi-
nido. Si bien algunas leyes establecen montos 
específicos que deben destinarse al sector edu-
cativo, son tan generales que no especifican a 

los responsables de otorgarlos, ni la estruc-
tura de su participación, como tampoco a 
los destinatarios precisos de los recursos. En 
consecuencia, no existen compromisos espe-
cíficamente establecidos que permitan hacer 
justiciable el derecho a la educación. Se pro-
mete y no se cumple, y no pasa nada. 

Considerando que la justiciabilidad se re-
fiere a la posibilidad de exigir a través de un 
mecanismo jurídico el cumplimiento o resti-
tución de un derecho, se requiere una mayor 
especificidad en las leyes para fincar respon-
sables en caso de incumplimientos, así como 
mecanismos para reparar los daños causados 
cuando se viola este derecho (CLADE, 2012). 

Instituir una mayor normatividad tam-
bién redundaría en fijar la estructura de par-
ticipación que deben guardar los gobiernos 
(federal, estatal y municipal) con respecto a 
los recursos que deben destinar a sus corres-
pondientes sistemas educativos, así como 
determinar las obligaciones específicas de 
cada entidad de gobierno y las figuras jurí-
dicas concretas que resultarían responsables 
de su incumplimiento. No obstante, para que 
funcione esta nueva normatividad sería nece-
sario que llegara a los diferentes niveles de la 
estructura del sistema educativo, para que in-
cluso a los directores de los centros escolares 
puedan fincárseles responsabilidades sobre 
el uso de los recursos públicos. Este aspecto 
contribuiría a controlar actos de corrupción y 
serviría como mecanismo para supervisar el 
uso eficiente de los recursos educativos. 

En este sentido, un renovado compromiso 
del Estado con la educación también implica-
ría establecer los mecanismos que brindaran 
mayor claridad, transparencia y certidumbre 
sobre los procesos de asignación, distribución 
y el uso de los recursos educativos. Este aspecto 
no sólo resulta importante para las instancias, 
dependencias e instituciones destinatarias de 
los recursos públicos, sino también para que 
los ciudadanos tengan conocimiento sobre la 
administración de los recursos de la nación, 
principio fundamental de la democracia. 
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Una visión limitada del Estado sobre 
las implicaciones de lo que representa el 
derecho a la educación
Hasta ahora, el Estado mexicano ha asumi-
do una visión limitada sobre el derecho a la 
educación que tienen todos los mexicanos. 
Su responsabilidad la ha centrado en ampliar 
el acceso a la educación obligatoria, tomando 
como referente los niveles educativos que han 
sido considerados como tales en diferentes 
momentos de la historia. En tiempos recien-
tes, también se han diseñado programas de 
becas de manutención a los estudiantes para 
evitar que los alumnos abandonen sus estu-
dios por falta de recursos económicos. Sin 
embargo, las estadísticas nacionales muestran 
que estas medidas resultan poco efectivas 
para afrontar los diversos factores que provo-
can las desigualdades educativas y sociales. 

En consecuencia, asegurar el acceso y 
brindar apoyos económicos no es suficien-
te para garantizar el derecho a la educación. 
Esto es así porque los niños y jóvenes no son 
un todo homogéneo y al ingresar a las insti-
tuciones escolares enfrentan diferentes opor-
tunidades de aprendizaje dependiendo de las 
características sociales, económicas y cultu-
rales de sus familias y de los contextos en que 
se desarrollan; y a esto habría que añadir las 
diferencias en la calidad educativa de la oferta 
que se les brinda. Todos estos aspectos influ-
yen en las posibilidades de éxito que puedan 
lograr en el sistema escolar. 

En este sentido, asegurar el derecho a la 
educación implica no solamente igualar las 
condiciones de acceso, sino también la cali-
dad de la oferta educativa que se brinda, así 
como proporcionar los apoyos necesarios 
para contrarrestar el efecto de los diversos 
factores que provocan la desigualdad educa-
tiva. Asegurar el derecho a la educación, por 
tanto, comprende tres aspectos: igualdad de 
condiciones de acceso a una educación de ca-
lidad, igualdad para mantenerse y avanzar en 
los diferentes grados y niveles del sistema edu-
cativo, e igualdad en los logros de aprendizaje 

en los ámbitos cognitivo, afectivo y social que 
alcancen los niños y jóvenes, independiente-
mente del contexto familiar y social del que 
provengan (Blanco y Cusato, s/f).

Ampliar la oferta educativa mediante op-
ciones educativas claramente diferenciadas 
en términos de su calidad y la creación de 
nuevos programas de becas económicas para 
estudiantes de bajos recursos, en todo caso, 
constituyen sólo un paso inicial, y no el más 
seguro, para promover la equidad educativa. 

Para garantizar el derecho a la educación 
con equidad, se requiere que las escuelas y pro-
gramas educativos tengan una calidad similar 
en todos los contextos, así como asegurar los 
apoyos económicos, didácticos y pedagógicos 
que posibiliten que los niños y jóvenes adquie-
ran los aprendizajes pretendidos en cada nivel 
y modalidad del sistema escolar, independien-
temente de su condición socioeconómica, 
cultural e individual (Blanco y Cusato, s/f). 
Lograr lo anterior no es fácil y demandaría 
mayores recursos para nivelar las condiciones 
de la oferta educativa que brindan las escuelas, 
brindar apoyo económico y de otro tipo para 
todos los estudiantes que los requieran, y apo-
yar investigaciones educativas orientadas a ge-
nerar alternativas que confronten los factores 
sociales y culturales que limitan el aprendizaje 
de los niños y jóvenes en el sistema educativo. 

En medida de ello, para que el derecho a 
la educación no sólo constituya un asunto 
retórico que sirva para adornar los discursos 
de los políticos, se requiere de ese renovado 
compromiso del Estado con el financiamien-
to de la educación, pues sólo así se tendrá la 
capacidad de ampliar y mejorar la oferta de 
los servicios educativos con equidad. 

Las ineficiencias en el uso  
de los recursos educativos
Conjuntamente con la asignación de mayores 
recursos a la educación, es fundamental resol-
ver diversos problemas que permitan hacer 
más eficiente el uso de los recursos que se des-
tinan al sector. Algunos de ellos son:
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Las altas tasas de reprobación,  
abandono y eficiencia terminal

Aunque las estimaciones sobre la reprobación, 
el abandono y la eficiencia terminal todavía no 
son muy precisas, permiten tener una idea de 
sus efectos para el sistema educativo. La tasa 
de aprobación en primaria se estima en 96 
por ciento, en secundaría en 84.1 por ciento y 
en educación media superior en 65 por ciento; 
y las correspondientes a la deserción son de 
1, 7 y 16 por ciento en los niveles respectivos 
(INEE, 2012). Lo anterior provoca que las tasas 
de eficiencia terminal en estos niveles educa-
tivos sean bastante bajas: en primaria esta tasa 
corresponde a 95 por ciento, en secundaria a 
83 por ciento y en educación media superior 
a 63 por ciento (SEP, 2011). Esta situación pro-
voca que se incrementen los costos por cada 
estudiante que logra graduarse en el tiempo 
establecido en cada uno de estos niveles edu-
cativos. Sin embargo, como la reprobación y 
la deserción no pueden acabarse por decreto, 
será necesario investigar sobre los factores que 
los provocan para, posteriormente, aplicar 
medidas que permitan contrarrestarlos. Sólo 
así, atacando los factores que detonan estos 
problemas, se podrá disminuir la incidencia 
de la reprobación y la deserción, lo que redun-
dará en mejorar la eficiencia del sistema. 

El uso inapropiado de la evaluación  
en el sistema educativo

Durante las últimas décadas se han ampliado 
considerablemente los mecanismos de eva-
luación aplicados en el sistema educativo y ex-
pandido, además, los ámbitos de su aplicación 
(alumnos, docentes, programas educativos y 
centros escolares, por ejemplo). Aunado a este 
desarrollo, aumentaron también los proce-
sos burocráticos asociados a esta función, así 
como los costos de operación de estos proce-
sos. Sin embargo, la evaluación ha crecido sin 
un orden establecido, con una amplia desco-
nexión entre las instancias evaluadoras que, 

en no pocos casos, lleva a la duplicidad de sus 
funciones. Pero el problema más grave con 
respecto a la evaluación es el uso inapropia-
do que se brinda a sus resultados, si bien esto 
ocurre únicamente cuando son tomados en 
cuenta por los tomadores de decisiones, y no 
simplemente ignorados. 

En la literatura internacional se señala 
reiteradamente que la evaluación, como par-
te del proceso educativo, debe asumirse en 
términos formativos, es decir, para retroali-
mentar y subsanar las deficiencias detectadas. 
Contrario a ello, bajo el discurso neoliberal 
imperante los resultados de la evaluación se 
han asumido en términos meritocráticos, es 
decir, considerando que las instancias eva-
luadas son las únicas responsables de los re-
sultados que obtienen, ignorando los factores 
contextuales que están vinculados a aquellos. 

Como resultado de esta forma de interpre-
tar la función de la evaluación, las autoridades 
educativas han puesto en funcionamiento 
modelos de financiamiento, a través de la dis-
tribución de recursos extraordinarios, como 
recompensa que se otorga a los que resultan 
más exitosos en las evaluaciones. No obstan-
te, este tipo de modelos sólo han provocado 
mayor polarización e inequidad en el sistema 
educativo, al tender a recompensar a los que de 
antemano estaban más aventajados, sean ins-
tituciones, centros escolares, programas aca-
démicos, docentes, investigadores o alumnos. 

Adicionalmente, los modelos de financia-
miento que vinculan resultados de evaluacio-
nes con la distribución de recursos económi-
cos se consideran nefastos para los sistemas 
educativos, tanto por ignorar la amplitud de 
factores contextuales que intervienen en los 
resultados educativos, como por los vicios que 
generan en las prácticas educativas, tales como: 
simulación, engaño e, incluso, corrupción. 

Por otra parte, en el tiempo que llevan de 
operar estos mecanismos de evaluación, aun-
que han mejorado algunos indicadores cuan-
titativos del sistema educativo (los más fáciles 
de medir), no existen evidencias contundentes 
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sobre su efecto positivo en el mejoramiento 
de la calidad educativa. Esto resulta lógico, 
puesto que al ignorar el carácter formativo 
que debe tener la evaluación educativa, sus 
resultados no se utilizan para corregir las de-
ficiencias que se detectan a través de ella en el 
sistema educativo. 

De esta forma, aunque gastamos más en 
evaluación, su uso no es el apropiado para ob-
tener los beneficios de la misma. Cuestión que 
habría que corregir para mejorar la eficiencia 
del sistema educativo.

Carencia de modelos de planeación  
acordes a los cambios que experimenta  
la demanda educativa

Los cambios demográficos y la forma como 
históricamente se han distribuido las oportu-
nidades educativas a lo largo y ancho del país 
provocan que más allá de las desigualdades 
educativas que existen entre las entidades fe-
derativas, éstas también se presentan entre las 
localidades que las constituyen. 

Las condiciones educativas de las localida-
des son ampliamente diversas, y en esa medida 
lo son también los requerimientos para cubrir 
sus necesidades educativas: mientras que al-
gunas localidades (principalmente las grandes 
ciudades) desde hace tiempo lograron cubrir 
su demanda de educación básica y ahora recla-
man mayor cobertura en los niveles educativos 
post-básicos; otras todavía tienen que ampliar 
la educación básica para generar la demanda 
en los niveles superiores. Asimismo, los cam-
bios en el perfil demográfico de la población 
tienen diversos efectos en la demanda edu-
cativa: mientras que en algunas localidades 
ha disminuido la población en edad escolar, 
en otras todavía está creciendo este grupo de 
edad. Los dos aspectos anteriores redundan en 
que si bien en algunas localidades ya existe una 
subutilización de la infraestructura física y hu-
mana del sistema escolar (Granados, 2005), en 
otras se requieren estos recursos. Lo anterior 
precisa de movilizar los recursos educativos 

del lugar donde ya no se necesitan hacia donde 
se requieren. Sin embargo, no hay medidas fá-
ciles para realizar este proceso; incluso, las me-
didas más prácticas para realizar estos ajustes, 
como cerrar escuelas o turnos donde ya no se 
requieren, tendría serias implicaciones para 
los trabajadores de la educación; es por ello 
que no sería recomendable tomar decisiones 
unilaterales al respecto. En algunos países 
de América Latina como Chile y Argentina, 
donde ya se tienen problemas de este tipo, se 
ha visto que las decisiones unilaterales pueden 
causar más problemas que los que pretenden 
resolver; por lo cual, lo más recomendable es 
comenzar a trabajar con todos los actores in-
volucrados en este problema para encontrar 
una solución consensuada que permita apro-
vechar más eficientemente los recursos del sis-
tema educativo. 

Propuestas 

Algunas propuestas puntuales para avanzar 
en la solución de los problemas descritos po-
drían ser las siguientes:

•	Que los representantes de los poderes 
del Estado asuman en su justa dimen-
sión los profundos rezagos educativos 
que hay en el país, los cuales no sólo 
limitan la posibilidad de alcanzar 
un mayor nivel de desarrollo social 
y económico, sino también ponen al 
país en amplia desventaja en el ámbito 
internacional. 

•	Es necesario impulsar una profunda 
reforma fiscal que permita ampliar los 
recursos del Estado para invertir en 
educación y en los sectores que resul-
ten estratégicos para impulsar el desa-
rrollo social y económico del país. 

•	Establecer nuevas normas y reglas que, 
de forma específica, permitan:

•	establecer un sistema de informa-
ción confiable sobre los recursos 
que se destinan al sector educativo; 
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•	fijar la magnitud y la estructura de 
participación que deben guardar 
los gobiernos (federal, estatal y mu-
nicipal) con respecto a los recursos 
que se destinan a cada nivel y mo-
dalidad del sistema educativo, con 
el fin de evitar las prácticas clien-
telares y los favoritismos políticos 
que hasta la fecha orientan estos 
procesos;

•	transparentar los procesos de asig-
nación, distribución y uso de los 
recursos en todos los niveles de la 
estructura del sistema educativo;

•	establecer mecanismos que ampa-
ren la justiciabilidad del derecho a 
recibir una educación de calidad 
a todos los ciudadanos, así como 
fincar responsabilidades ante su 
incumplimiento; 

•	establecer nuevos modelos de fi-
nanciamiento que brinden certeza 
financiera a mediano y largo plazo 
a todas las instituciones, dependen-
cias y centros escolares; 

•	ajustar la distribución de los recur-
sos educativos bajo un marco de 
equidad que atienda a los diversos 
factores que provocan la existencia 
de las desigualdades educativas y 
redunde en igualar las condicio-
nes de acceso y calidad de la oferta 

educativa, así como la posibilidad 
de obtener logros de aprendizaje 
similares a toda la población, inde-
pendientemente del contexto so-
cioeconómico, cultural e individual 
en el que se desenvuelven. 

•	Aplicar medidas para brindar un uso 
más eficiente de los recursos educati-
vos, entre las que se encuentran:

•	disminuir las tasas de reprobación y 
deserción en todos los niveles y mo-
dalidades del sistema educativo;

•	reorganizar los procesos de evalua-
ción educativa en todo el sistema 
y hacer un uso apropiado de sus 
resultados;

•	establecer nuevos modelos de pla-
neación que permitan reorientar los 
recursos a los cambios que experi-
menta la demanda educativa. 

Los profundos rezagos y desigualdades 
que existen en el sistema educativo mexicano 
requieren que el Estado asuma un renovado 
compromiso con el financiamiento de la edu-
cación para asegurar el derecho que tienen 
todos los ciudadanos a recibir una educación 
de calidad, independientemente de sus con-
textos de procedencia, así como para preparar 
a la población a fin de participar bajo mejores 
condiciones en la altamente competitiva so-
ciedad del conocimiento. 
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